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RECURSO DE QUEJA 59/2021
MAGDA. DE LA PRIMERA SALA

LIC. LUZ MARIA ENRIQUETA CABRERO ROMERO.




San Luis Potosí, S.L.P., a 2 dos de septiembre de 2021, dos mil veintiuno. 


V I S T O, para resolver el Toca 59-21, formado con motivo del Recurso de Queja interpuesto por  ELIMINADO ,  con el carácter de apoderado de  ELIMINADO , en lo personal y como albacea de la sucesión testamentaria de ELIMINADO, en contra del proveído pronunciado el 25 veinticinco de marzo de 2021, dos mil veintiuno, emitido por el C. Juez Civil del Tercer Distrito Judicial de Rioverde, S.L.P., mediante el cual negó la admisión del recurso de apelación interpuesto dentro del Juicio Extraordinario Civil, promovido por ELIMINADO, en contra de ELIMINADO, radicado con el número 438/2019; del índice del Juzgado de referencia y,

R E S U L T A N D O.-



ÚNICO.- Mediante escrito fechado el 5 cinco y recibido el 6 seis de Abril del presente año, compareció ELIMINADO, con el carácter de apoderado de ELIMINADO, en lo personal y como albacea de la sucesión testamentaria de ELIMINADO, a promover Recurso de Queja, dentro de los autos del expediente número 438/2019, relativo a la Tercería Excluyente de Dominio, derivada del Juicio Extraordinario Civil 246/2019, promovido por ELIMINADO, en contra de ELIMINADO, mediante el cual interpuso recurso de queja en contra del proveído pronunciado en 26 veintiséis de marzo del 2021 dos mil veintiuno, por el Juez Civil del Tercer Distrito Judicial de Rioverde, S.L.P., por el que negó la admisión del recurso de apelación interpuesto en el expediente antes descrito.



En tanto, al no existir trámites procesales pendientes de desahogar, se citó para resolver el presente negocio, turnándose el Toca a la Magistrada Luz María Enriqueta Cabrero Romero, para que formulara el proyecto de resolución; y, 

C O N S I D E R A N D O.-



PRIMERO.- Este H. Pleno del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, es competente para conocer del presente recurso de queja, en términos de los artículos 11, 14, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, y 973, último párrafo del Código de Procedimientos Civiles.



SEGUNDO.- La substanciación de la inconformidad se encuentra regulada por los artículos 17 fracción VIII de la Ley Orgánica en cita, 971 fracción III, y 973 del Ordenamiento Adjetivo Civil. 



TERCERO.- El auto combatido en queja, se dictó el 25 veinticinco de Marzo del 2021 dos mil veintiuno, y literalmente dispone: “…Por recibido el 24 veinticuatro de marzo del presente año, escrito signado por el LIC. ELIMINADO, con la personalidad que tiene reconocida en autos el cual quedo registrado en el libro de promociones que se lleva en este Juzgado bajo el número 1320.- Dígasele al promovente que no ha lugar a acordar de conformidad lo peticionado, toda vez que conforme a lo dispuesto por el artículo 290 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el auto que niegue la recepción de una prueba promovida después del término del ofrecimiento no admite recurso alguno. NOTIFIQUESE…”.


CUARTO.- Contra esa determinación, ELIMINADO, expresó los siguientes agravios: “…En efecto, como ya lo manifesté, por acuerdo listado el 26 de marzo de 2021 el A quo negó admitir la apelación que mis representadas hicieron valer contra el supradicho proveído del día 12 del propio mes, pues al efecto aquél consideró que, “…conforme a lo dispuesto por el artículo 290 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el auto que niegue la recepción de una prueba promovida después del término del ofrecimiento no admite recurso alguno”. Pues bien, la decisión que precede, así como su fundamento y motivación son incorrectos toda vez que el a quo emprendió el estudio relativo a la admisión de la apelación de mérito a partir de la falsa premisa, tocante a que “…el ofrecimiento no admite recurso alguno”, hipótesis que, debo decir, en la especie no se compadece con el supuesto normativo en que mis mandantes propusieron el medio de convicción a que se refiere precisamente el numeral 281, párrafo segundo, del Código de la materia, ya que éste claramente previene que, cuando “…se solicitare alguna diligencia de prueba dentro de los tres últimos días del período, podrá la parte contraria proponer, dentro de los tres días siguientes al de la notificación, la prueba que le convenga sobre los mismos hechos”, con la precisión que la notificación anterior no puede ser otra más que la que, en términos del diverso normativo 289 del propio cuerpo de leyes, el Juez pronuncie para admitir o no las pruebas de las partes, pues es evidente que tal acto procesal es el que otorga a la oferente respectiva su derecho a probar, ya no como mera expectativa, sino como su material adquisición y, por ende, también es hasta entonces cuando su contraria se encuentra legitimada para “…proponer… la prueba que le convenga sobre los mismos hechos…”, justamente, de conformidad con el precitado ordinal 281, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Civiles del Estado y desde luego dentro del plazo de los tres días a que éste se contrae. Para este efecto, es oportuno esclarecer que la razón de ser de la antedicha regla procesal –poco conocida- estriba en que el Legislador local, al prever la eventual afectación que la admisión de alguna probanza de las partes pudiera conllevar a su contraria, en respecto a la garantía de audiencia del artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Federal y a las formalidades esenciales del procedimiento de esta última parte procesal, igualmente concedió a ésta su derecho aprobar en contra, con la única limitante expresa de que el medio de convicción correspondiente verse “…sobre los mismos hechos…” (principio de idoneidad de la prueba). Por tanto, resulta inconcuso que, además del plazo común y fatal de los diez días para el ofrecimiento de pruebas del numeral 281, párrafo primero, del Código de la materia, según lo dispuesto por el diverso párrafo segundo de éste, existe un segundo momento para que las partes propongan probanzas, es decir, cuando la parte procesal respectiva se ubique en su anotada hipótesis normativa, en cuyo caso ésta contará con un plazo de tres días –desde luego siguientes al de la notificación del acuerdo que admita las pruebas de mérito acorde al dispositivo 289 del propio cuerpo de leyes- a fin de “…proponer…la… que le convenga sobre los mismos hechos”. De lo anteriormente razonado se llega objetivamente a la convicción que la oportunidad del ofrecimiento de pruebas a que alude el normativo 290 del Código de Procedimientos Civiles del Estado –invocado por el a quo en la resolución recurrida- tiene dos vertientes, la primera, cuando, en términos del artículo 269 de éste, queden satisfechas las formalidades que rigen el procedimiento, en cuyo supuesto, de oficio o a petición de parte, el Juez “…mandará recibir el juicio a prueba…” y, para este efecto, las partes contarán con un plazo de diez días comunes y fatales para su ofrecimiento, precisamente según el diverso ordinal 281, párrafo primero, de manera que, el día siguiente en que fenezca tal periodo, aquél dictará resolución en la (sic) determine qué pruebas de éstas admitirá o no, de conformidad con el diverso numeral 289 del propio cuerpo de leyes, y, la segunda, cuando el Juez admita las pruebas de las partes, en cuyo caso a la que le depare un eventual perjuicio la admisión de algún medio de convicción de su contraria contará con un plazo de tres días –siguientes al de la notificación del auto correspondiente- para “…poner… la… que le convenga sobre los mismos hechos”. Es aplicable, por identidad de razón, la siguiente tesis pronunciada por la otrora(sic) Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: Registro digital: 345723. Instancia: Tercera Sala. Quinta Época. Materias(s): Civil. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XCVII, página 2681. Tipo: Aislada. “CONFESION FICTA, PRUEBA EN CONTRARIO EN CASO DE (LEGISLACION DE SAN LUIS POTOSI).- Conforme al artículo 403 del Código de Procedimientos Civiles de San Luis Potosí, "la confesión ficta produce presunción legal; pero el declarado confeso podrá rendir prueba en contrario". Ahora bien, por los términos en que está redactado este precepto, no debe llegarse a la conclusión de que las pruebas que se aduzcan en contra del resultado de la confesión tácita, deban rendirse con posterioridad a esa prueba confesional, pues en el derecho procesal mexicano no existe un orden preestablecido por la ley para que las partes rindan sus pruebas. En consecuencia, no puede entenderse que la facultad que concede el citado artículo 403 para rendir prueba en contra de la confesión ficta, deba ejercitarse después de producida ésta, ya que muchas veces la diligencia de absolución de posiciones tiene lugar en el último día de los del término de prueba, o poco antes de la citación para oír sentencia definitiva, y entonces, no tendría oportunidad el declarado confeso para rendir pruebas en contra de esa confesión. Nota: el artículo que corresponde a la interpretación y redacción de esta tesis, lo es el artículo 404 vigente de la ley adjetiva civil del Estado de San Luis Potosí. Amparo civil directo 6377/40. Dávila de González Aurora. 29 de enero de 1947. Mayoría de tres votos. Disidentes: Hilario Medina y Vicente Santos Guajardo. La publicación no menciona el nombre del ponente. Consecuentemente, como mis mandantes propusieron la probanza de cuenta dentro del plazo de los tres días a que se contrae el dispositivo 281, párrafo segundo, del Código de la materia, es evidente, por lógico y legal, que dicho ofrecimiento si fue oportuno, de suerte que la aserción del a quo en el sentido de que: “…no ha lugar a acordar de conformidad lo peticionado, toda vez que conforme a lo dispuesto por el artículo 290 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el auto que niegue la recepción de una prueba promovida después del término del ofrecimiento no admite recurso alguno”, debe reputarse contraria a derecho. En otro orden de ideas, también resulta ilegal que el a quo injustificadamente eludiera atender la solicitud que mis representadas le hicieron para que ejerciera su potestad jurisdiccional a fin de conocer la verdad sobre los puntos controvertidos, habida consideración que, si bien es cierto que los normativos 270 y 271 del Código de Procedimientos Civiles del Estado sólo son facultativos respecto a este tópico, resulta que, tal discrecionalidad deja de serla cuando a dicho ejercicio jurisdiccional le sea oponible una jurisprudencia dictada a tenor de los artículos 94, párrafo décimo, de la Constitución Federal y 217, párrafo primero, de la Ley de Amparo, en cuyo caso el Juzgador si estará obligado a realizarlo,  ELIMINADO –que se refleja en el presente asunto-, para cuyo efecto invocaron la jurisprudencia por contradicción 1ª./J. 30/2018 (10ª.) de la Primera Sala del Máximo Tribunal de la Republica, que obligó al a quo –incluso, a este Supremo Tribunal- a recabar las constancias en que obra la cosa juzgada en comento, incluso, de manera oficiosa y, al no haberlo hecho aquél, es por lo que el proveído recurrido, igualmente, debe reputarse contrario a derecho. La jurisprudencia de que se trata a la letra reza: Registro digital: 2018057. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): Civil. Tesis: 1a./J. 30/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 59, Octubre de 2018, Tomo I, página 651. Tipo: Jurisprudencia. “COSA JUZGADA REFLEJA. DEBE ANALIZARSE DE OFICIO CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTE SU EXISTENCIA AUNQUE NO HAYA SIDO OPUESTA COMO EXCEPCIÓN POR ALGUNA DE LAS PARTES.- La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 52/2011,(*) de rubro: "COSA JUZGADA. DEBE ANALIZARSE DE OFICIO CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTE SU EXISTENCIA AUNQUE NO HAYA SIDO OPUESTA COMO EXCEPCIÓN POR ALGUNA DE LAS PARTES.", consideró que el deber del juzgador de analizar de oficio la cosa juzgada se justifica de manera central, a partir de la inmutabilidad y autoridad de las sentencias ejecutoriadas, ya que debe privilegiarse la certeza jurídica, frente al derecho de oposición de las partes; y porque la necesidad de la certeza es imperiosa en todo sistema jurídico, de tal suerte que lo decidido en la sentencia ejecutoriada es el derecho frente al caso resuelto, que no podrá volver a ser controvertido, evitándose con ello, la posibilidad de que se emitan sentencias contradictorias. Ahora bien, este criterio es aplicable, en lo conducente y de manera analógica, respecto de la institución de cosa juzgada refleja, en cuanto a que el análisis de oficio de ésta, debe realizarse cuando el juzgador advierta su existencia, ya sea porque se desprenda de autos o por cualquier otra circunstancia. Pues al margen de las diferencias de una y otra, lo relevante es que ambas obligan al tribunal que conoce del juicio posterior a no resolver lo que ya fue definido en un juicio previo, con la finalidad de evitar decisiones contradictorias sobre una misma cuestión, sobre la base de que debe privilegiarse la certeza jurídica frente al derecho de oposición de las partes”. (Lo destacado y subrayado son propios). Contradicción de tesis 211/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 17 de enero de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. En relatadas circunstancias, al quedar evidenciada la legalidad que mis mandantes reprochan al  ELIMINADO , ruego a este Supremo Tribunal declare fundados motivos de inconformidad esgrimidos con antelación y, en vía de consecuencia, procedente este medio de impugnación, para cuyo efecto revoque el proveído reclamado y, con toda claridad, establezca que sobre el particular si ha lugar a admitir la apelación que mis poderdantes interpusieron contra el señalado acuerdo del 12 de marzo de 2021 –que les negó la admisión de la probanza a que se refiere el numeral 281, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Civiles del Estado-, de manera que instruya al  ELIMINADO para que actúe en consecuencia, así como para que, en su caso, ejerza su potestad jurisdiccional a efecto de recabar oficiosamente las constancias en que obra la cosa juzgada de mérito…”.


QUINTO.- Los agravios que hace valer el quejoso ELIMINADO, son infundados.



Para una mejor comprensión del asunto es importante citar los siguientes antecedentes.


De las copias certificadas enviadas por el Juez de la causa, del juicio 438/2019, del índice del Juzgado Civil de Primera Instancia de Rio Verde, S.L.P., relativo a la tercería excluyente de dominio relacionada con el juicio 246/2019, se desprende lo siguiente:



1).- El Señor ELIMINADO, promovió demanda de otorgamiento de escritura en contra de ELIMINADO, respecto de los contratos privados de compraventa que celebraron el 14 de abril de 2004 y 27 de septiembre de 2005, de los predios que especifico en la demanda de referencia, a lo cual recayó el auto de radicación de fecha 11 de junio de 2019, correspondiéndole el número de juicio 246/2019, del Juzgado Civil de Primera Instancia de Rioverde, S.L.P.


2).- El Señor ELIMINADO, apoderado de ELIMINADO, en lo personal y como albacea de la sucesión intestamentaria de ELIMINADO,  promovió tercería excluyente de dominio, en relación al expediente 246/2019, del índice del propio juzgado, relativo al juicio extraordinario civil de otorgamiento de escritura pública, citado en el párrafo que antecede, a fin de excluir las fracciones del predio denominado “ELIMINADO”, argumentando ser propietarias de este, cuya tercería se radicó con fecha 25 de Septiembre de 2019, ante el mismo Juez, correspondiéndole el número 438/2019.


3).- Consta que según escrito fechado y recibido el 23 de diciembre de 2019, ELIMINADO, dio contestación a la excluyente de referencia.



4).-Con el anterior escrito, se previno a ELIMINADO para el efecto de que precisará cuál de los incidentes era el que interponía, ya que dentro de su contestación impugno y objeto la personalidad del actor e interpuso incidente de nulidad de actuaciones, y además objetó e impugno los documentos en los que se fundó la tercería; lo que en su oportunidad subsano. Pero se reservó hasta en tanto se logrará el emplazamiento del diverso demandado ELIMINADO.



5).- Así, de acuerdo al auto de fecha 10 de julio de 2020 se acordó tener a los demandados de referencia por dando contestación en tiempo y forma a la demanda de tercería excluyente de dominio entablada en su contra, así como oponiendo las excepciones y defensas mencionadas. En la inteligencia que al haber señalado como excepción la falta de personalidad y esta al resultar ser de previo y especial pronunciamiento, se admitió para trámite en la vía incidental y se suspendió el procedimiento en lo principal.



6).-Dicho incidente se declaró de improcedente, según interlocutoria de fecha 14 de septiembre de 2020, misma que causo estado, de acuerdo a la certificación de fecha 6 de octubre de 2020, de tal suerte que, en la misma data, se levantó la suspensión del juicio principal.



7).-En el mismo proveído se fijó fecha y hora a efecto de que las partes comparecieran personalmente y conocieran la posibilidad de someter el conflicto a los mecanismos alternativos de mediación y conciliación a través del Centro Estatal o de los Centros Públicos o Privados; audiencia que no se llevó a cabo según certificación visible a fojas 378, de los autos, levantada por el Secretario de Acuerdos del Juzgado del Conocimiento; en la inteligencia que existió una segunda solicitud en el mismo sentido, pero la misma tampoco tuvo verificativo, tal y como se puede constatar en la certificación de fecha 23 de Noviembre de 2020.



8).- Según data 25 de noviembre de 2020, se abrió el juicio a prueba, por el término de cinco días comunes y fatales, los que concluyeron el 4 de diciembre, según certificación visible a fojas 460, de los autos; y en este sentido mediante proveído de fecha 5 de marzo de 2021 se calificaron de legales y se admitieron en su totalidad las pruebas ofrecidas por las partes,


9).- Posteriormente la parte actora de la tercería ELIMINADO, mediante escrito de fecha 11 de marzo de 2021, con fundamento en el artículo 281, párrafo segundo, del Código Procesal Civil, señaló que virtud a que se tuvo a las partes por ofreciendo pruebas y por desahogadas las documentales dada su naturaleza, manifestó que: “PROPONGO COMO CONTRAPRUEBA, DE TALES DOCUMENTALES PUBLICAS OFRECIDAS POR EL DEMANDADO ELIMINADO, copia certificada del juicio sucesorio intestamentario 175/2006 a bienes de ELIMINADO, del índice del Juzgado Familiar de Rioverde, S.L.P.



Argumentando que estas constancias demuestran que, virtud a una cumplimentación de amparo, el Juez Natural dejó insubsistente todo lo actuado en el juicio sucesorio en cita, a partir del emplazamiento por edictos a sus poderdantes, a fin de ser llamadas al juicio legalmente, y que, hecho lo anterior se declaró como únicos y universales herederos a los tres hijos de la autora de la sucesión, es decir ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO, todos de apellidos ELIMINADO, que por tanto todo lo actuado por ELIMINADO como albacea de la sucesión, es nulo, como lo fue las actuaciones del juicio sucesorio y como consecuencia ineficaces los contratos privados de compra venta de fechas 14 de abril de 2004 y 27 de septiembre de 2005, que ELIMINADO celebró con ELIMINADO respecto a dos porciones del predio denominado “ELIMINADO”.


A tal promoción anexó constancia de que solicitó las copias certificadas aludidas, expresando que las mismas no se le habían expedido con motivo de la emergencia sanitaria, solicitando en términos del artículo 285, del código procesal civil aplicable, el tenerlo por ofreciendo y anunciando tal documental, comprometiéndose a presentarla en cuanto le fuera expedida.


Expresó en la misma promoción que con independencia de lo anterior, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 270 y 271, del Código Procesal Civil solicitaba que el juzgador ejerciera su potestad jurisdiccional para conocer la verdad sobre los hechos controvertidos en el presente asunto, para allegarse las actuaciones del juicio sucesorio citado, pues tales constancias revisten la calidad de cosa juzgada, que se refleja en el presente asunto, que además el juzgador se encuentra obligado a recabar oficiosamente esas constancias, de acuerdo a la jurisprudencia que cita bajo el rubro: “COSA JUZGADA, REFLEJA DEBEN ANALIZARSE DE OFICIO CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTE SU EXISTENCIA AUNQUE O HAGA SIDO OPUESTA COMO ESCEPCION POR ALGUNA DE LAS PARTE”.


10).- A dicha promoción recayó el auto de fecha 12 de marzo de 2021, en el que se determinó, que no ha lugar a acordar de conformidad tal solicitud, en virtud de que dicha prueba no se encuentra contemplada por la ley, y además porque el término de ofrecimiento de pruebas ya había fenecido.


11).-Contra dicho auto, el actor se inconformó, mediante el recurso de apelación, pronunciándose al efecto el auto de 25 de marzo de 2021, en el cual se determinó que no ha lugar a acordar de conformidad lo peticionado, toda vez que acorde a lo dispuesto en el ordinal 290, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, que señala que el auto que niegue la recepción de una prueba promovida después del término del ofrecimiento no admite recurso alguno; proveído que dio origen a la presente queja.


En observancia de los Derechos fundamentales reconocidos en el Pacto Federal, así como en los tratados Internacionales en los que el Estado Mexicano es parte, resulta oportuno precisar que el objetivo del recurso que ahora se analiza reside, únicamente en determinar la procedencia o improcedencia del diverso recurso de apelación, promovido contra el auto de fecha 25 de Marzo de 2021.


Para un mejor análisis del asunto a tratar la contestación de los agravios se hará de manera segmentada en cuatro puntos.



Primer punto, señala el quejoso que la decisión del Juez, es incorrecta, porque carece de fundamentación y motivación, agravio que se estima infundado.



Pues bien, el artículo 16, Constitucional, en su primer párrafo, establece que todo acto de molestia debe contener, entre otros requisitos, la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.


Es decir, expresar el precepto legal aplicable al caso, (fundamentación); señalar con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas, que se hubieran tenido en consideración para emitir el acto de autoridad, (motivación); y, existir adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables.


Y en este sentido, en el auto recurrido, de fecha 25 de Marzo de 2021, después de agregar el escrito del recurrente, el Juez de origen señalo: “Dígasele al promovente que no ha lugar a acordar de conformidad lo peticionado, toda vez que conforme a lo dispuesto por el artículo 290, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el auto que niegue la recepción de una prueba promovida después del término de ofrecimiento no admite recurso alguno.”


Fundamentación y motivación que, contrariamente a lo estimado por el inconforme se satisface, porque, puede considerarse que el resolutor señaló las circunstancias, razones y causas a ponderar mediante la emisión de las apuntadas premisas, aún y cuando lo hizo de manera muy concreta; así mismo precisó la disposición legal en la que fundamento su criterio, de manera que bajo estas circunstancias se considera cumplió con la obligación procesal de fundar y motivar su determinación.



Por otro lado, en el segundo punto de disenso, el quejoso alude a la disposición contenida en el ordinal 281, segundo párrafo del Código de Procedimientos Civiles en el Estado, misma que enuncia la regla general relativa al período ordinario para el ofrecimiento de pruebas, consistente en diez días comunes y fatales a cargo de ambas partes, que empezarán a contarse desde el día siguiente al en que se notifique el auto que manda abrir el juicio a prueba.


Y efectivamente, de acuerdo al contenido literal del segundo párrafo de la disposición legal mencionada, esta contiene una excepción, consistente en que cuando alguna de las partes solicite una diligencia dentro de los tres últimos días de dicho plazo ordinario; entonces, la contraparte podrá ofrecer, en los tres días siguientes al de su notificación, la prueba que le convenga, respecto de los mismos hechos que la enunciada por el oferente, tal y como lo menciona el quejoso.



De manera que dicho plazo constituye un nuevo período de ofrecimiento de pruebas otorgado, exclusivamente a la contraparte del inicial oferente, en estricto apego a la igualdad procesal de las partes; período que también podría denominarse como extraordinario o complementario, del período ordinario de ofrecimiento de pruebas, sin que la recepción de pruebas en dicho lapso pueda considerarse como extemporánea, porque fue realizada en el término extraordinario  o complementario, esto es, en tiempo.



De lo expuesto se tiene, que ciertamente los demandados en la tercería ofrecieron pruebas, período que fue aperturado según proveído de fecha 25 de Noviembre del 2020, dentro de los últimos días del periodo de ofrecimiento, concretamente de acuerdo al auto de fecha 3 de diciembre del mismo año; y por tanto de conformidad a lo dispuesto por el artículo 281, segundo párrafo del ordenamiento en cita, el quejoso tuvo el término de 3 días siguientes a la notificación del auto que los tuvo por ofreciendo pruebas. 


Ahora bien, si el auto de 3 de diciembre de 2020, que los tuvo por ofreciendo  las pruebas se notificó por lista al día siguiente, es decir el 4 de diciembre de 2020, el término para que la contraparte propusiera prueba que contraviniera los mismos hechos, transcurrió del 7 al 9 de diciembre del 2020, y tomando en consideración que la parte actora de la tercería compareció a ofrecer la documental que denomino “contraprueba” hasta el 11 de marzo de 2021, es evidente que hizo su ofrecimiento extemporáneo; por haber transcurrido más de 3 meses, y no 3 días.



De tal suerte que resulta infundado que el término para ofrecer prueba que contravenga las ofertadas por los demandados, que otorga el artículo 281, segundo párrafo de la Ley Adjetiva Civil de referencia, sea “dentro de los 3 días siguientes al auto en que el Juez admitió, desecho y calificó las pruebas de las partes”, tal y como indebidamente lo sostiene el quejoso.



Es así, ya que se insiste que el auto de fecha 5 de marzo de 2021, notificando por lista el 8 de marzo del mismo año,  se refiere a la admisión, calificación y al término del desahogo de las pruebas ofertadas por las partes y el multicitado artículo 281, segundo párrafo, del ordenamiento Procesal Civil en comento,  se encuentra ubicado en el Titulo Sexto, Capítulo III relativo al ofrecimiento y admisión de pruebas, ya que tal hipótesis literalmente dice: “cuando se solicitare diligencia de prueba dentro de los últimos 3 días del periodo” se refiere al periodo de ofrecimiento, y no se advierte dispositivo legal alguno que establezca lo que argumenta la parte quejosa del presente recurso, en cuanto a que, ese término se computa 3 días siguientes a la notificación del auto que admita, deseche y califique las pruebas, de manera que se toman como apreciaciones subjetivas carentes de sustento jurídico, los razonamientos que vierte el promovente de la queja al sostener que el acto procesal de admitir o no las pruebas es el que otorga al oferente su derecho a probar, ya no como mera expectativa, sino como su material de adquisición, y por ende, en su concepto, es hasta entonces cuando su contraria parte se encuentra legitimada “para proponer la prueba que le contravenga sobre los mismos hechos” de conformidad con lo dispuesto por el artículo 281, párrafo segundo del Código de Procedimientos Civiles.


En cuanto al tercer punto de agravio, el quejoso señala que la disposición contenida en el artículo 290, del Libro Procesal Civil aplicable, tiene dos vertientes que se ajustan a su pretensión, agravio que deviene de infundado.



Primeramente, porque, contrariamente a lo manifestado por el quejoso dentro de sus agravios, la hipótesis normativa en comento no se refiere a la oportunidad del ofrecimiento de pruebas, tal y como erróneamente lo cita.



Por el contrario, consigna tres reglas procesales, calificables en dos apartados:



1).- La procedencia del recurso de apelación, en el efecto devolutivo, contra el auto que niegue alguna de las pruebas ofrecidas oportunamente; y



2).- La improcedencia de cualquier recurso:



a).- Contra el auto que conceda o admita pruebas; y, 



b).- Contra el que niegue la recepción de alguna prueba promovida después del término del ofrecimiento.



De tal suerte que tal hipótesis ni siquiera es aplicable en los términos que lo pretende el quejoso.




Efectivamente, del estudio literal de la disposición legal arriba citada se advierte que, esta se encuentra contenida en el título sexto, capítulo tercero, relativo al ofrecimiento y admisión de pruebas del juicio ordinario.



Y la tercería excluyente de dominio, deriva de un juicio extraordinario civil por el otorgamiento de escrituras públicas correspondientes a los contratos privados de compraventa de fechas 14 de abril de 2004 y 27 de septiembre de 2005, celebrados entre ELIMINADO y ELIMINADO, mismo que se tramita por la vía extraordinaria civil, por tanto son aplicables las reglas específicas que para esta vía establece el ordinal 416, del Código de Procedimientos Civiles del Estado; disposición que en lo que interesa establece que el término para el ofrecimiento de pruebas es de 5 cinco días, sin que jurídicamente sea posible considerar diverso término de 10 diez días para ofrecer pruebas en contravención al segundo párrafo del artículo 281, del Código Adjetivo Civil aplicable, según lo pretende el quejoso.



Esto virtud a que el artículo 416, del Cuerpo de Leyes tantas veces citado no otorga el derecho de ofrecer pruebas para contravenir los hechos que pretenda demostrar la contraparte en los tres últimos días de ofrecimiento de prueba a que se refiere el multicitado ordinal 281, del Libro Adjetivo Civil en cita, ya que en el caso es aplicable el criterio de especialidad normativa relativo a que la norma especial deroga y prevalece sobre la general.



Efectivamente el 23 de septiembre de 2019, ELIMINADO, como apoderado de ELIMINADO, en lo personal y como albacea de la sucesión testamentaria de ELIMINADO, promovió la tercería excluyente de dominio en contra de ELIMINADO y ELIMINADO; admitida la demanda se ordenó el emplazamiento de los demandados, otorgándoles 9 nueve días a efecto de que dieran contestación  a la misma; previos diversos trámites de ley; con fecha 25 de noviembre de 2020 se abrió el termino de ofrecimiento de pruebas por cinco días comunes y fatales para las partes.



Y de acuerdo a la certificación levantada por el Secretario de Acuerdos del Juzgado del Conocimiento dicho término empezó a correr a partir del 30 de noviembre del 2020 y feneció el 4 de diciembre del mismo año; visible a fojas 460 de los autos, de tal suerte que resulta evidente que la prueba documental que ofreció el aquí quejoso hasta el 11 de marzo de 2021 es extemporánea.



Previa petición del actor, por auto de fecha 5 de marzo de 2021 se abrió el período de 15 días para el desahogo probatorio; las que de acuerdo a su naturaleza se tuvieron por desahogadas; y fue hasta el 11 de marzo del mismo año, cuando el actor oferto una contraprueba.



De donde se sigue; primeramente, que en el presente asunto se atendió a los términos legales del procedimiento extraordinario, por lo que dicha oferta que el quejoso denomina “contraprueba” fue realizada fuera del término de tres días, pues se insiste, el fundamento legal en que el quejoso finca su afirmación, artículo 281, segundo párrafo, de la Ley en cita, contiene la disposición aplicable al procedimiento ordinario.


Y si bien es cierto que el artículo 417, del Código de Procedimientos Civiles en el Estado, faculta para aplicar las reglas del juicio ordinario al extraordinario, en lo que no se oponga a lo dispuesto en el presente capítulo. 



De manera que, atendiendo a dicha hipótesis, en el supuesto de que se atendiera en este asunto el párrafo segundo del artículo 281, de la Ley Adjetiva Civil tantas veces citada, tampoco le asiste la razón al quejoso, en cuanto a que tal prueba se ofreció en tiempo.



Es así, ya que se insiste, mediante acuerdo de fecha 25 de noviembre de 2020, se pronunció auto que abrió el juicio a prueba; y el término común de 5 días que se otorgó a las partes para ofrecer pruebas transcurrió del 30 de noviembre al 04 de diciembre de 2020, según certificación que obra a fojas 460, y los demandados en la tercería ELIMINADO y ELIMINADO, mediante sendas promociones de fecha 2 de diciembre de 2020 ofrecieron pruebas, las cuales se tuvieron por ofrecidas en el auto de 3 de diciembre del mismo año; mismo que fue notificado al día siguiente; en la inteligencia que era aquí, la oportunidad de que el quejosos, dentro de los siguientes tres días realizará su ofrecimiento que el mismo denomino contraprueba; ya que los dispositivos legales tantas veces citados otorga dicha posibilidad dentro del período de ofrecimiento de pruebas y no a partir del auto en que el Juez califica y admite, tal y como indebidamente lo pretende el recurrente.



Y no obstante lo anterior, el quejoso realizo su oferta probatoria hasta el 11 de marzo del 2021, por lo que es evidente que su ofrecimiento resulta extemporáneo, por haber transcurrido más de tres meses.



Así, es fácil concluir que al resultar fuera de término su oferta probatoria, es totalmente aplicable la disposición contenida en el ordinal 290, de la Ley Adjetiva Civil en cita, que establece que el auto que niegue la recepción de una prueba promovida después del término del ofrecimiento, tal y como ya se precisó, no admite recurso alguno. 


Cabe mencionar que el quejoso para sostener sus afirmaciones invoca la tesis del rubro: RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES NO SE VIOLA ESA GARANTIA CONSTITUCIONAL CUANDO LAS LEYES O ACTOS CONCRETOS DE APLICACIÓN SOLO AFECTAN SIMPLES ESPECTATIVAS DE DERECHO, Y NO DERECHOS ADQUIRIDOS. Ya que tal criterio expresa lo que se entiende por derecho adquirido y expectativa de derecho, pero de ningún modo aborda el estudio de lo dispuesto por el artículo 281 pluricitado, máxime que ante Ley expresa no cabe atender criterios jurisprudenciales atento por lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución Federal. 



El quejoso también cita las tesis del rubro “CONFESION FICTA, PRUEBAS EN CONTRARIO EN CASO DE (LEGISLACIÓN DE SAN LUIS POTOSI)” y “FORMALIDADES ESCENCIALES DEL PROCEDIMIENTO, SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIO AL ACTO PRIVATIVO. Para sustentar, su dicho en el sentido de que existe un periodo de ofrecimiento de pruebas, pero cuando se admiten pruebas y depare perjuicio a su contraparte esta contara con el termino de 3 días para proponer prueba que convenga sobre los mismos hechos. 



Sin embargo, dicho tópico se tiene por acreditado en términos del artículo 281 del Código Adjetivo Civil, de manera que no se trasgrede en perjuicio del quejoso los criterios que cita. 



En un cuarto término, argumenta el quejoso, que los artículos 270 y 271 otorgan al juzgador la facultad discrecional de allegarse pruebas para conocer la verdad de los puntos controvertidos, pero que la discrecionalidad del juzgador termina cuando le es oponible una jurisprudencia de observancia obligatoria, que lo anterior tiene relevancia toda vez que al ofrecer la prueba se sustentaron en la institución de cosa juzgada refleja, institución que obliga al juzgador a recabar constancias de manera oficiosa, sin que lo haya hecho así, y cita la jurisprudencia del rubro cosa juzgada refleja. “DEBEN ANALIZARSE DE OFICIO CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTE SU EXISTENCIA, AUNQUE NO HAYA SIDO PROPUESTA COMO EXCEPCIÓN POR ALGUNA DE LAS PARTES”. 


La facultad del juzgador para recabar oficiosamente pruebas es discrecional, y aunque es verídico que esa facultad no es absoluta sino un deber que se encuentra limitado a través del juicio y la conclusión razonable del juzgador, sin embargo, en el periodo de ofrecimiento de pruebas no le es dable jurídicamente al juez natural ejercer tal facultad, puesto que sería necesario ejercer juicio de valoración, no siendo acorde esa facultad en la etapa de ofrecimiento de pruebas, pues de hacerlo indebidamente estaría prejuzgando sobre el fondo del asunto, es decir en esta etapa no ésta el A quo  jurídicamente en aptitud de recabar alguna probanza para conocer los hechos controvertidos. 



En efecto, la facultad de decretar prueba oficiosamente, ocurre cuando surge tal necesidad a partir de su experiencia y sea visible en los hechos y en los medios de prueba aportados la falta de algo esencial para el análisis del acervo probatorio posterior, siendo factible recabar pruebas oficiosamente cuando el A quo llegue a la íntima convicción de que son necesarias para la mejor impartición de justicia, pero no en ningún caso pueden ni deben de ser sugeridas los litigantes, es decir, es la iniciativa del juez la que enmarca la potestad de decretar pruebas de oficio para conocer la verdad de los sometidos a sus conocimiento.



Esto explica que el juzgador, solo en el momento en que empiece a pergeñar el fallo mediante el proceso de comprensión de la conducta de las partes y la respectiva valoración jurídica y fáctica, se podrá definir si ha lugar o no a recabar pruebas de oficio, que si bien van orientadas a buscar la verdad real de los hechos no puede suplir la negligencia de las partes en el manejo de medios probatorios, ya que la actividad del juez no está guiada por un interés privado como el de las partes, sino que por un interés público de jerarquía superior que es el de impartir justicia como último fin de la actividad jurisdiccional y no es admisible que con la actividad del Juez llene vacíos o deficiencias probatorias que debieran ser oportunamente resueltas por las partes, luego la facultad de decretar pruebas de oficio no debe de ser pretexto para extinguir el deber probatorio de cada parte en el procedimiento, ello en observancia de lo dispuesto por el artículo 273 del Código Procesal Civil, que dispone que el actor debe de probar los hechos constitutivos de su acción y el reo el de sus excepciones, y por tal circunstancia y atento al principio de igualdad procesal que rige las partes en el procedimiento, los litigantes no pueden sugerir al juzgador la obtención de una prueba a la luz de lo dispuesto por los artículos 270 y 271 del Código Procesal de la materia, pues es deber de las partes allegar las pruebas al proceso aun cuando éste se configure como interés público porque en esta calidad no pueden las partes soportarse para justificar su falta oportuna de disposición probatoria esperando que el Juez como director del proceso interesado en impartir justicia llene esos vacíos de inactividad procesal. 



Así las cosas, es fácil concluir que, es correcto el criterio del Juez de Primer Grado, en cuanto a que el auto impugnado no es apelable, esto de conformidad con lo descrito en el artículo 290, de la Ley Adjetiva Civil en cita, ya que el ofrecimiento realizado por el quejoso fue extemporáneo, y la disposición legal en comento, bajo esta hipótesis no admite recurso alguno.



Consecuentemente al no estar fundada en derecho la queja planteada por ELIMINADO, queda firme el auto de fecha 25 de marzo de 2021, notificado al Licenciado de referencia por medio de lista el 26 del mismo mes y año.


SEXTO.- Al  no apreciarse que el quejoso hay tenido el propósito de obstaculizar las secuelas procesales, o se haya conducido con dolo o mala fe, no se impone la multa a que se refiere el artículo 975, del Código de Procedimientos Civiles en el Estado.


SEPTIMO.- En virtud de que la parte litigante no manifestó su inconformidad respecto a que sus datos personales señalados en el artículo 3°, fracción XV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se incluyan en la publicación que se haga del presente fallo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 3, 18, 23 y 87, fracción III, de la ley en cita, así como lo ordenado por el Reglamento del Poder Judicial del Estado para la aplicación de la mencionada ley, según sus numerales 13, fracción XIII, 14, 15, fracción I, 21 y 22, hágase del conocimiento de las mismas que la sentencia pronunciada en el presente asunto estará a disposición del público para su consulta, cuando así se solicite, incluidos los mencionados datos, sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional deba hacerse de oficio en relación a los mismos. 



Por lo expuesto y fundado, se resuelve:



PRIMERO.- Este Tribunal en Pleno resultó competente para conocer de la queja interpuesta y la substanciación a dicho medio de impugnación fue ajustado a derecho.



SEGUNDO.- Las inconformidades propuestas por ELIMINADO, apoderado de ELIMINADO, resultaron  infundadas.


TERCERO.- Consecuentemente al no estar fundada en derecho, se desecha de plano por improcedente el recurso de queja planteada por ELIMINADO, en contra del auto de fecha 25 de marzo de 2021, notificado al quejoso de referencia el 26 del mismo mes y año, consecuentemente queda firme el auto impugnado.



CUARTO.- Virtud a lo señalado en el considerando sexto de la presente resolución no se impone la multa a que se refiere el ordinal 975, del Libro Adjetivo civil en comento.


QUINTO.- Al no existir inconformidad de las partes litigantes respecto a que sus datos personales se incluyan en la publicación de la sentencia, al efectuarse la misma inclúyanse tales datos, con la protección oficiosa que corresponda. 



SEXTO.-Envíese copia certificada de esta resolución al C. Juez del Ramo Civil, de Rioverde, S.L.P., para su conocimiento y efectos legales a que haya lugar, y en su oportunidad, archívese el Toca donde corresponda.



SEXTO.- Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.



A S I, por mayoría de quince votos a favor lo resolvieron y firman los Magistrados que integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María América Onofre Díaz, Armando Rafael Oviedo Abrego, Silvia Torres Sánchez, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Adriana Monter Guerrero, Alejandro Hernández Castillo; con un voto en contra de la Magistrada Graciela Treviño Rodríguez; la Magda. Adriana Monter Guerrero en favor de sentido más no del tratamiento, siendo Ponente la Magistrada Luz María Enriqueta Cabrero Romero, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos Ma. del Rosario Torres Mancilla que autoriza. Doy fe.-_______________________________________
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